Lo perjudicial de la expresión “modifica” del artículo 446 del Código General del Proceso para la administración de justicia by Castaño Jaramillo, Germán Darío & Marín Murillo, Juan David
Lo perjudicial de la expresión “modifica” del artículo 446 del Código General del Proceso 




El Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012) reguló, desde su carácter adjetivo, lo 
concerniente al proceso ejecutivo, en un título único, como un mecanismo coactivo 
proporcionado por el Estado, para que las partes trabadas en una Litis en la jurisdicción civil, 
ejercieran la tutela judicial del derecho reclamado y la oportunidad de ser controvertido; todo 
bajo el principio dispositivo que impone al privado el deber de una justicia rogada y, por 
consiguiente, el impulso de la misma. El canon 446, en su regla tercera, incluyó la expresión 
modificar, en referencia a la liquidación del crédito, alterando la actuación imparcial del juez, 
imponiendo una carga procesal a la judicatura, con graves perjuicios para la misma, tanto de 
índole económico como de contribución en la congestión judicial, cargándole un deber adicional 
al juez, más allá del control legal propio del debido proceso. 
 
Palabras Clave: Ejecutivo, Litis, Principio dispositivo, Liquidación del crédito, Modificar. 
 
Abstract 
The General Code of the Process (Law 1564 of 2012) regulated from its adjective nature the 
matters concerning the executive process in a single title, as a coercive mechanism provided by 
the State, so that the parties worked in a Litis in the civil jurisdiction, exercised the judicial 
protection of the right claimed and the opportunity to be controverted, all under the dispositive 
principle that imposes on the private the duty of a pleaded justice and consequently the impulse 
of it. Canon 446 in its third rule, included the expression modify, in reference to the liquidation of 
the credit, altering the impartial performance of the judge, imposing a procedural burden on the 
judiciary, with serious damages for the same, both of an economic nature, as contribution in 
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judicial congestion, charging an additional duty to the judge, beyond the legal control proper to 
due process. 
 




El Instituto Colombiano de Derecho Procesal –ICDP-, bajo la dirección de su Presidente Jairo 
Parra Quijano, emprendió en el año 2003 la necesaria tarea de elaborar un nuevo código de 
procedimiento, con el propósito principal de mejorar el servicio de justicia. Desde esta 
perspectiva, se dio origen a la Ley 1564 de 2012, denominado Código General del Proceso –
CGP-, que entró en plena vigencia en el año 2014, y cuyo propósito era dotar a “Colombia de un 
proceso realmente efectivo, accesible, rápido, moderno y económico, características 
imprescindibles para garantizar el debido proceso, humano y justo, que es presupuesto para el 
bienestar, la equidad, la armonía social y la paz” (ICDP, 2014). 
 
De otro lado, Brausín Arévalo (2016) al presentar las novedades del Proceso Ejecutivo en el 
Código General del Proceso, advierte que se unifica el procedimiento, eliminando las 
distinciones singular, garantía real y mixto, como una forma de cumplir con el objetivo principal 
de adoptar, dentro del estatuto procesal, una regulación sistemática y coherente para el 
tratamiento judicial de las controversias, y para el caso puntual de naturaleza civil, marcado por 
la relación entre particulares, hacer más sencillos los trámites judiciales. 
 
Dentro del entramado estratégico, adoptado y elaborado con el propósito de mejorar el 
sistema de administración de justicia, se pasó por alto, por decirlo de alguna manera, erradicar 
factores normativos que dificultan la eficacia de la función jurisdiccional, como la contenida en 
el artículo 446, para la liquidación del crédito y las costas, manteniendo en la regla tercera la 
expresión modifica; en ella se acude a las facultades del juez de aprobar o modificar la 
liquidación del crédito mediante auto, convirtiendo en un deber la corrección de una actuación 
que corresponde a las partes, pues son éstas las encargadas de darle impulso al proceso, 
cumpliendo las exigencias del mismo, en virtud del principio dispositivo.  
 
En este marco procesal, la liquidación del crédito, como operación matemática que debe 
especificar el capital y los intereses causados hasta la fecha de su presentación, no debiera 
presentar dificultad para la parte interesada, pero en la práctica presenta abundantes yerros, lo 
que obliga al juez a intervenir, corrigiendo el desatino, alterando la liquidación del crédito, y por 
contera rompiendo el principio dispositivo que impone la justicia rogada. 
 
Dentro de los antecedentes que fundamentan este estudio, se encuentra el de Aguirrezabal 
Grünstein (2017), en el que se afirma que el principio dispositivo, propio del proceso civil, se 
edifica en que la tutela jurisdiccional de los derechos e intereses solo puede iniciarse a petición 
de parte, no solo para la iniciación del proceso, sino también en el contenido del objeto del 
mismo, por lo que corresponde exclusivamente a las partes impulsarlo, “ello sin perjuicio de la 
facultad del juzgador para hacer un ajuste razonable a los pedimentos de los litigantes, siempre 
que no altere el tema discutido” (ICDP, 2014). 
 
No menos importante como antecedente es recordar la eficacia práctica de la determinación 
de los principios que rigen tanto el proceso como el procedimiento, que en palabras de Bujosa 
Vadell (2013) cumplen una importante función integradora del sistema procesal y muestran sus 
consecuencias prácticas en la hermenéutica de las nuevas normas (p. 266); en este caso, el 
Código General del Proceso, en especial cuando surjan tensiones como la aquí planteada entre la 
regla del artículo 446.3 y el principio dispositivo, supuesto no expresamente previsto, en virtud 
de la expresión modifica, que ha causado un efecto contrario a unas obvias intenciones de 
mejorar el trámite procesal ejecutivo. 
 
En ese orden de ideas, se plantea como objetivo general de este escrito, estimar la pertinencia 
de la expresión modifica, vertida en el mandato legal contenido en la regla tercera, del artículo 
446 del CGP, para que el juez actúe alterando la liquidación del crédito. Resulta de suma 
importancia, no solo para la judicatura, sino también para la sociedad, develar las relaciones 
entre el principio dispositivo, como una obligación de las partes involucradas en el proceso 
ejecutivo, con el deber – imposición contenida en la regla, que se asocia a la congestión judicial, 
entre otras consecuencias.  
  
Planteamiento del problema y metodología 
 
Descripción del problema 
 
En el marco de la norma general adjetiva que rige en la actualidad los procesos ejecutivos en 
Colombia, a saber: Código General del Proceso, se encuentra tipificada la forma en la cual las 
partes, entrabadas en el juicio respectivo, deben presentar la liquidación del crédito, más 
precisamente en el canon 446 ibídem. A su vez, la disposición anotada, en su regla tercera, 
establece que será menester del juez aprobar la liquidación adosada, en el evento que se allane a 
lo actuado en el proceso; empero, en caso contrario, obliga al funcionario instructor a 
modificarla.  
 
Lo anterior, enmarca una permisividad para las partes en un asunto ejecutivo, habida cuenta 
que la expresión modifica, contenida en el numeral tercero, del artículo 446 de la obra general 
adjetiva, premia el actuar contrario a las particularidades de cada asunto, por parte de los 
inmersos en éste, al aportar una liquidación del crédito que no sostiene armonía con lo propio del 
juicio; trasladándole la carga de realizar la liquidación en trato, al estrado judicial que conoce del 
proceso respectivo, la cual debe materializarse en debida forma y atemperarse a las 
particularidades del proceso; obligando al juzgado instructor a adelantar lo que es del resorte de 
las partes en contienda.  
 
Es menester aclarar que, procesalmente, en firme el proveído que ordene seguir adelante la 
ejecución del juicio, es de resorte exclusivo de las partes entrabadas en el mismo, presentar la 
liquidación del crédito perseguido, con sujeción a lo otrora dispuesto en el mandamiento de pago 
respectivo; entonces, se hace necesario manifestar que tan sólo podrá el ejecutante, en 
consideración al interés que le asiste de satisfacer el derecho que ostenta o, el ejecutado, si a bien 
lo tiene, arrimar al proceso la respectiva liquidación; alejando el legislador del impulso del juez, 
tal actuación procesal. Hasta este estadio, la norma no involucra el juez, como quiera que 
determina tal carga a las partes; empero, seguidamente, el numeral tercero, del canon 446 de la 
obra general adjetiva, establece: “el juez decidirá si aprueba o modifica la liquidación” (Henao 
Carrasquilla, 2016, p. 568). 
 
Lo anterior, es totalmente razonable, toda vez que en aras de garantizar el debido proceso al 
interior de cualquier asunto, el juez debe realizar un control de legalidad a cada actividad de las 
partes, en aras de no permitir actuaciones desbordadas, contrarias a derecho o lejanas a las 
particularidades de cada juicio, como bien lo sostiene el numeral 12, del artículo 42 del 
Compendio General Procesal, aparte normativo que exhibe: “Realizar el control de legalidad de 
la actuación procesal una vez agotada cada etapa del proceso” (Henao Carrasquilla, 2016, p. 59). 
A su vez, el artículo 132 ibídem, establece, en lo propio: “Agotada cada etapa del proceso el juez 
deberá realizar control de legalidad para corregir o sanear los vicios que configuren nulidades u 
otras irregularidades del proceso” (Henao Carrasquilla, 2016, p. 185).  
 
No obstante lo anterior, es claro que al no realizarse, en debida forma, la liquidación de que 
trata el pluricitado canon 446 del Compendio General del Proceso, por parte de los extremos 
procesales en conflicto, debe existir una sanción procesal para la parte que, en desconocimiento 
de lo surtido en el juicio, adose una actuación contraría a éste, habida cuenta que tan sólo debe 
ceñirse a lo consignado en el mandamiento ejecutivo de pago, y a los porcentajes determinados 
para los réditos que se originen del capital que se persigue; por tanto, la expresión modificar, 
igualmente inmersa en la disposición normativa referida, corresponde a una permisividad 
impresentable, que desencadena, entre otras cosas, una congestión judicial, como quiera que 
obliga al juez a disponer de su valioso tiempo en yerros propios de los interesados directamente 
en el proceso, tiempo que podría utilizar en la resolución de otras cuestiones que de verdad le 
corresponde de forma imperiosa. 
  
Lo antes expuesto, traslada la carga dispositiva, tanto del demandante, así como del 
demandado, de adelantar las actuaciones que les corresponde, separándose de las premisas que 
exhiben lo rogado del proceso ejecutivo en Colombia.  
 
Siendo ello así, la citada expresión modifica, inmiscuye y obliga al juez a materializar lo que 
es de exclusivo arbitrio de las partes; sin decantarse una sanción procesal para la parte que actúo 
en renuencia a los parámetros de cada juicio. Sin perder de vista, que esa obligación legal 
impuesta al juez contribuye injustificadamente, como ya se dijo, a una congestión judicial en los 
juzgados civiles del país. 
 
En relación con lo anotado líneas atrás, se plantea como formulación del problema, el 
interrogante: ¿Es pertinente que en virtud a la expresión modifica, vertida en el mandato legal 
contenido en la regla tercera, del artículo 446 del CGP, el juez actúe alterando la liquidación del 




En el marco de la investigación jurídica, el objeto de la misma es la realización de la justicia, 
que se complementa con el de la seguridad jurídica (Chacón Rodríguez, 2012); esta última, 
objeto de reiterada jurisprudencia y que la Corte Constitucional ha explicado en términos de, 
 
(…) la interpretación y aplicación del derecho es una condición necesaria de la 
realización de un orden justo y de la efectividad de los derechos y libertades de los 
ciudadanos, dado que solo a partir del cumplimiento de esa garantía podrán 
identificar aquello que el ordenamiento jurídico ordena, prohíbe o permite. 
(Sentencia SU-072/18). 
 
Así las cosas, desde una posición dogmática y utilizando el método analítico-sintético, que 
según Bernal (2010) estudia los hechos, partiendo de la descomposición del objeto de estudio en 
cada una de sus partes para estudiaras en forma individual (análisis), y luego se integran esas 
partes para estudiarlas de manera holística e integral (síntesis) (p. 60), lo que se atempera al 
propósito de responder tanto a la pregunta de investigación, como al objetivo del presente 
artículo, enunciados dedicados a la clarificación y a la explicación del sentido de la norma 
adjetiva (Artículo 446, num. 3 – modificar – C.G.P), refutable mediante el análisis del lenguaje 
legal, para extraer dogmáticamente sus propias reglas de uso. 
 
Como referentes de estudio y fuentes primarias de información, debe indicarse, que se optó 
por extraer la muestra requerida para sustentar la tesis de este escrito, el Juzgado Tercero Civil 
Municipal de Cartago-Valle, mismo que se encuentra adscrito al Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Buga-Valle, y en el cual, se pudo establecer lo siguiente: 
 
• En 2016, se allegaron al interior de los procesos ejecutivos, bajo el conocimiento del 
despacho judicial arriba referenciado, un total de 176 liquidaciones del crédito, ostentando 
yerros en su elaboración, 48 de ellas.  
 
• Para el 2017, fueron arrimadas al órgano jurisdiccional referenciado, y dentro de los procesos 
ejecutivos bajo la instrucción de éste, un total de 177 liquidaciones de crédito, en 
obedecimiento de las partes inmersas en los juicios respectivos; de las cuales, 59 presentan 
yerros que no le permiten al juzgado impartirle la aprobación que exhibe la regla tercera 
(artículo 446 ibídem), del canon antes referido; obligando al juzgado a la modificación 
establecida en la disposición normativa anotada, trasladándose así la carga propia de las 
partes interesadas en la ejecución respectiva, a su juez instructor.  
 
• Corolario a lo anterior, en lo corrido de 2018, y ostentando como extremo temporal final el 
último día de septiembre de tal anualidad, se han presentado 144 liquidaciones de crédito, de 
las cuales 49 han obligado al juzgado a su modificación.  
 
Entonces, claramente se decanta, según la información proporcionada por el Juzgado Tercero 
Civil Municipal de Cartago-Valle, que del 2016 a septiembre de 2018, se ha presentado un 
aumento en la presentación de liquidaciones de crédito ante ese estrado judicial, acrecentando la 
proporción de liquidaciones ajenas a las particularidades propias de cada juicio, que obligan al 
juzgado a su modificación; situación que inmersa el despacho en actuaciones que son de resorte 
y conveniencia de las partes entrabadas en el asunto respectivo. Nótese que el porcentaje de 
liquidaciones renuentes al Mandamiento Ejecutivo de Pago de cada juicio, único parámetro de 
exigencia para tal fin, según la regla primera, del pluricitado artículo 446 de la Obra General 
Procesal, se ha dado al alza, habida cuenta que en 2016 correspondió al 27.3%; tasa porcentual 
que en 2017 fue de 33.3%, es decir, 6 puntos porcentuales más que el año inmediatamente 
anterior, y que hasta septiembre de 2018 se sitúa ya en 34%; porcentajes que solo permiten 
inferir que le está correspondiendo directamente al juzgado realizar actos propios que deberían 
ser de resorte exclusivo de las partes, en uso del poder dispositivo que les asiste y del interés que 
predican para las resultas de cada juicio. 
 
Fundamentación Teórica  
 
El proceso ejecutivo 
 
Nada más oportuno que la frase de López Blanco (2004) para indicar la finalidad específica y 
esencial del proceso ejecutivo, que no es otra que la de: “asegurar que el titular de una relación 
jurídica que crea obligaciones pueda obtener, por medio de la intervención estatal, el 
cumplimiento de ellas, compeliendo al deudor a ejecutar la prestación a su cargo” (p. 418). Es 
por eso que, en su aspecto teleológico, el proceso ejecutivo cumple con un papel concreto, a 
saber: garantizarle al titular de los derechos vulnerados que obtendrá la plena satisfacción de los 
mismos, mediante la debida actuación del Estado. 
 
Parafraseando al profesor Hinestroza (2007), en el proceso ejecutivo se resaltan dos elementos 
característicos de la relación obligatoria: el débito y la responsabilidad. El primero entendido 
como la deuda u obligación que se debe satisfacer o pagar, y la segunda como la titularidad por 
pasiva del obligado a través del título girado. En otras palabras, el débito es la esperanza o 
creencia del beneficiario de la prestación, de que el obligado cumplirá exactamente el 
compromiso contraído, “siendo la responsabilidad, la posibilidad que tiene el acreedor, una vez 
establecida la renuencia del obligado al pago, de exigir coercitivamente la prestación específica 
determinada en el título” (Hinestroza, 2007, p. 53). 
 
Bajo esta relación jurídica que nace en un “documento que provengan del deudor o de su 
causante, donde consten obligaciones expresas, claras y exigibles, que constituyan plena prueba 
contra él” (artículo 422 C.G.P), y el obligado (deudor) que se reúsa a cumplir en los términos 
establecidos, es que se da el desarrollo normal de la relación: acreencia-deuda. Sin embargo, es 
preciso incluir en la definición un aspecto que contempla: 
 
(…) la fuerza del derecho, esto es, su coercibilidad, no se manifiesta 
únicamente en la reacción cierta, remedial, ante su quebranto, sino, además, 
preventivamente, en la presión moral y social que ejerce sobre el destinatario, 
acá el obligado, la mera posibilidad de que ello suceda, por lo cual dicha 
seguridad (pretensión) forma parte del concepto dinámico de esta relación 
jurídica. (Hinestroza, 2007, p. 38). 
 
Lo anterior es la sustancia de la relación obligatoria que incluye la prestación económica 
creciente, no solo por lo señalado en el título, sino también prever que el acreedor obtendrá en el 
mismo acto (proceso ejecutivo) una satisfacción (específica o in natura) aun a contrariedad del 
deudor, mediante el concurso jurisdiccional, tal como lo establece el artículo 424 del C.G.P para 
las obligaciones en dinero y que contempla diferentes variables a la hora de liquidar el crédito, 
entre ellas, los intereses de plazo y/o de mora, si a ello hubiere lugar. 
 
Según lo expresa Arévalo Rodríguez (2018), la Ley 1564 de 2012 (C.G.P) trajo consigo más 
celeridad al proceso ejecutivo, al ubicar las normas para ejecutar todas reunidas en un mismo 
título, lo que supone aminorar el desgaste judicial y discusiones estériles sobre los aspectos 
relevantes al proceso, y expresamente: “permitiéndole al juez dedicar su tiempo a examinar y 
decidir sobre los aspectos de fondo y al abogado litigante centrarse en la conquista de sus 
pretensiones” (p. 143), lo que en teoría contribuye al rendimiento de los despachos judiciales al 
unificar algunos procedimientos; pero, en términos reales y prácticos, al observar el artículo 446 
del C.G.P. numeral 3, se mantiene la obligación para el juez de decidir si aprueba o modifica la 
liquidación del crédito por auto, tal como lo ha reiterado de vieja data la jurisprudencia y la Corte 
Constitucional, en Sentencia C-664 de 2007: 
 
En segundo lugar, a la obligación del juez de emitir el auto en cuestión, 
subyace la idea de que el valor procesal de la liquidación elaborada por el 
secretario depende de la promulgación de dicho auto. Es decir, que el acto de 
liquidación elaborado por el secretario no cobra efectos en sí mismo, ni surte 
efectos procesales, hasta tanto esté contenido en un auto que dicta el juez; 
contra el cual, se insiste, proceden los recursos de reposición y apelación. Esto 
refuerza el argumento de que el evento de la derogación de la posibilidad de 
objetar la liquidación que hace el secretario, deja intacta la garantía del derecho 
de defensa de las partes en el proceso civil ejecutivo. (MP Dr. Humberto 
Antonio Sierra Porto). 
 
Recuérdese que, dentro de los deberes del juez, consagrados en el artículo 42 de la norma 
adjetiva ibídem, éste debe “adoptar las medidas conducentes para impedir la paralización y 
dilación del proceso” (numeral 1), igualdad de las partes (numeral 2), sanear los vicios de 
procedimiento (numeral 5), y con relación directa al objeto de conocimiento de este escrito, en 
concordancia con el artículo 446: 
 
3. Prevenir, remediar, sancionar o denunciar por los medios que este código consagra, 
los actos contrarios a la dignidad de la justicia, lealtad, probidad y buena fe que 
deben observarse en el proceso, lo mismo que toda tentativa de fraude procesal 
(Cursivas añadidas). 
 
Lo anterior, se traduce, en términos de dogmática y operacionalización de las fuentes 
teóricas y normativas analizadas, en una especie de flexibilización del denominado principio 




Al respecto, reza un antiguo aforismo latino que: nemo iudex sine actore ne procedat ex 
officio (No hay juicio sin actor, ni el juez puede iniciarlo de oficio o No hay juicio sin parte que 
lo promueva); sin lugar a dudas esta expresión fundante del proceso civil, plasma la necesidad 
esencial de que la existencia de un proceso jurisdiccional debe estar precedido de un acto 
voluntario e inequívoco de un individuo, en ejercer su derecho constitucional a la administración 
de justicia, como aplicación del principio dispositivo. 
 
Se explica el referido concepto, en la tarea inherente a la persona capaz, en los términos de la 
ley sustancial civil, de poner en funcionamiento el sistema judicial, de cara a la tutela efectiva del 
derecho e interés legalmente concebido, a partir de las relaciones jurídicas con los miembros de 
la sociedad que la conforman. Trátese de una institución que pertenece al fuero interno del 
individuo que confía en el operador judicial un asunto de connotación jurídica.  
 
Además de lo hasta aquí expuesto, existen argumentos de mayor calado, a la sazón de orden 
doctrinal, en el cual el maestro Calamandrei (como se citó en Aguirreazabal Grünstein, 2017), 
señala que:  
 
(…) en el campo procesal de aquella autonomía privada en los límites 
señalados por la ley, que encuentra su más enérgica afirmación en la 
tradicional figura del derecho subjetivo y, mientras la legislación substancial 
reconozca la autonomía, el principio dispositivo debe ser coherentemente 
mantenido en el proceso civil, (p. 424).  
 
En efecto, el soporte o presupuesto del juicio civil, en particular, en el proceso ejecutivo, 
donde se accede a la fuerza coercitiva entre los particulares (norma de carácter público 
proporcionada por el Legislador), para lograr la satisfacción de un derecho o prestación debida, 
debe recaer, como se ha venido sosteniendo, exclusivamente en quien, con el silencio del deudor, 
se le ha causado un agravio o afrenta, en términos patrimoniales, habida consideración que es 
éste y no otro, quien debe salir a recuperar aquello que justamente ha salido de su erario y no ha 
regresado por la conducta acidiosa de su deudor.  
 
Bajo ese supuesto, fácil es sostener que, no obstante en los formas propias de cada juicio, 
pudiese involucrar sustancialmente al juez como instructor del proceso; no se puede perder de 
vista que esa facultad, en oportunidades convertida en deber, no se puede erigir en forma 
desbordada hasta llegar al extremo de allanarle totalmente el camino al extremo procesal 
desidioso y contumaz en lo que a su crédito respecta; puesto que en escenario tal, el juez dejaría 
de ser, en el humilde criterio de los suscritos, un tercero imparcial para transformarse o 
identificarse con una de las partes; metamorfosis inadmisible en un estado social de derecho y en 
un proceso inspirado por el principio o, por mejor decirlo, sistema dispositivo.  
 
La formulación del principio dispositivo en la dogmática procesal civil, afirma que éste puede 
conceptuarse como aquel que se atribuye a las partes la tarea de estimular la actividad judicial y 
aportar los materiales del proceso (Aguirrezabal Grünstein, 2017, p. 424); esto es, la facultad 
exclusiva de la iniciativa en el proceso, permitiendo al ciudadano acreedor, en el proceso 
ejecutivo, decidir si lleva a la tutela judicial el derecho subjetivo e interés legítimo del que cree 
ser titular. 
 
Se itera, entonces, que el principio dispositivo tiene una influencia marcada en la 
determinación del objeto del proceso en el proceso civil, no solo colombiano, sino también 
latinoamericano, pues se desprende sustancialmente del chileno y la transnacionalidad normativa 
de Andrés Bello. 
 
Para Camacho (1993), uno de los principios integradores del procedimiento es justamente el 
principio dispositivo, al unísono con el acceso a la justicia e igualdad de las partes (artículos 2 y 
4 C.G.P):  
 
(…) consiste en que las partes son los sujetos activos del proceso, ya que sobre 
ellos recae el derecho de iniciarlo y determinar su objeto, mientras que el juez es 
simplemente pasivo, pues su función se limita a dirigir el debate y decidir la 
controversia. (p. 93).  
 
Es decir, en el contexto de la interpretación teleológica, el fin práctico de la norma adjetiva, 
independientemente de la intención del legislador cuando ha regulado expresamente la relación 
(en el caso concreto del proceso ejecutivo), es como lo indica Rodríguez (como se citó en Roque 
Carrión, 1970) encaminada a que “el proceso es negocio privado de las partes, ellas conducen 
soberanamente, detienen cuando les plazca, entorpecen sin consecuencias relegando al juez a un 
plano secundario de simple observador, a quienes los litigantes manejan según sus 
conveniencias, astucia o habilidad” (p. 39). 
 
El principio dispositivo como regla técnica 
 
La Ley 1564 de 2012, como norma adjetiva creada para regular la utilización de los aparatos 
del Estado que aplican el derecho, se rigen por principios y reglas que de una u otra forma se 
evalúan, y aunque las reglas no es posible evaluarlas bajo el criterio de que sean correctas o 
incorrectas, si deben observarse que funcionen. Es así como el artículo 8 ibídem, de la iniciación 
e impulso de los procesos, en concordancia con el artículo 285, inciso dos, de la aclaración de 
auto, colocan en la palestra la máxima de que los procesos solo podrán iniciarse a petición de 
parte, frente a los deberes impuestos al juez, mencionados en líneas anteriores, donde el artículo 
446 ibídem, obliga a corregir la liquidación del crédito en el proceso ejecutivo. 
 
El connotado autor nacional López Blanco (2012), en lo que él denomina regla técnica 
dispositiva, señaló: 
 
Como acertadamente la define Podetti, consiste en la facultad exclusiva del 
individuo de reclamar la tutela jurídica del Estado para su derecho, y en la 
facultad concurrente del individuo con el órgano jurisdiccional, de aportar 
elementos formativos del proceso y determinarlo a darle fin. O como dice 
Couture, es el principio procesal que asigna a las partes y no a los órganos de la 
jurisdicción la iniciativa, el ejercicio y el poder de renunciar a los actos del 
proceso. (p. 127). 
 
Nótese que doctrinalmente la regla técnica en mención les quita cualquier iniciativa a los 
órganos de la jurisdicción y los pone exclusivamente en cabeza de la parte, por lo que es 
necesario indicar que en los procesos civiles deben iniciarse, por regla general, a petición de 
parte, como ya se dijo, y, además: 
 
El campo de decisión del juez queda determinado especial y esencialmente por 
las pretensiones del demandante debido a que el juez, salvo taxativas 
excepciones, no puede decidir sobre objeto diverso a lo en ellas contemplado, 
por acogerse la regla de la congruencia de la sentencia con las pretensiones de 
la demanda. (López Blanco, 2012, p. 128) 
 
Ahora bien, en el marco de la norma general adjetiva que rige en la actualidad los procesos 
ejecutivos en Colombia (Ley 1564 de 2012 – C.G.P), se encuentra tipificada la forma en la cual 
las partes entrabadas en el juicio respectivo, deben presentar la liquidación del crédito, más 
precisamente en el canon 446 ibídem, donde en el numeral primero se establece el momento 
procesal (Ejecutoriado el auto que ordene seguir adelante la ejecución, o notificada la sentencia 
que resuelva sobre las excepciones siempre que no sea totalmente favorable al ejecutado), y 
seguidamente impone a las partes:  
 
(…) la liquidación del crédito con especificación del capital y de los intereses 
causados hasta la fecha de su presentación, y si fuere el caso de la conversión a 
moneda nacional de aquel y de estos, de acuerdo con lo dispuesto en el 
mandamiento ejecutivo, adjuntando los documentos que la sustenten, si fueren 
necesarios. (Henao Carrasquilla, 2016, p. 568). 
 
Una vez presentada la liquidación del crédito por la parte interesada, le siguen los actos de 
comunicación, en atención al principio de publicidad (artículo 446, num. 2), al tenor del artículo 
110 ibídem, otorgándole derecho a la contraparte de formular objeciones relativas al estado de 
cuenta, atendiendo las reglas dispositivas, lo que debe incluir una liquidación alternativa en la 
que se precisen los errores puntuales que le atribuye a la liquidación objetada, pues no basta con 
enunciar el reparo, sino también, sustentarlo y, de ser necesario, probarlo. 
 
Pero, donde se observa la flexibilización del principio dispositivo, amparado en la regla, es en 
los numerales subsiguientes: 
 
3. Vencido el traslado, el juez decidirá si aprueba o modifica la liquidación por 
auto (cursivas añadidas) que solo será apelable cuando resuelva una objeción o 
altere de oficio la cuenta respectiva. El recurso, que se tramitará en el efecto 
diferido, no impedirá efectuar el remate de bienes, ni la entrega de dineros al 
ejecutante en la parte que no es objeto de apelación. 
4. De la misma manera se procederá cuando se trate de actualizar la 
liquidación en los casos previstos en la ley, para lo cual se tomará como base 
la liquidación que esté en firme (cursivas añadidas). (Henao Carrasquilla, 
2016, p. 569) 
 
Así las cosas, un deber de las partes se le traslada al juez, puesto que en la práctica la parte y/o 
sus apoderados utilizan diferentes mecanismos o fórmulas, en ocasiones muy básicas e 
imprecisas, lo que explica la inclusión de un parágrafo en el artículo en comento, donde el 
Consejo Superior de la Judicatura anuncia la implementación de mecanismos necesarios para 
apoyar a los jueces, en lo relacionado con la liquidación de créditos, esto en tablas dinámicas que 
permitan automatizar el trámite. 
 
En concreto, en su regla tercera, establece que será menester del juez aprobar la liquidación 
adosada, en el evento que se allane a lo actuado en el proceso; empero, en caso contrario, obliga 
al funcionario instructor a modificarla. 
 
Resultados o hallazgos 
 
Si bien es cierto que las disposiciones adjetivas o formales tienden a facilitar los medios para 
que se cumpla la regla establecida, también lo es que los principios le dan sentido a las normas 
jurídicas legales o consuetudinarias existentes en la comunidad, en el caso particular del 
principio dispositivo, las partes son el sujeto activo del proceso, ya que sobre ellos recae el 
derecho de iniciarlo y determinar su objeto, mientras que el juez, simplemente pasivo, solo dirige 
el debate y decide la controversia. 
 
Como se observa en líneas anteriores, esta relación principio-regla no es totalmente rígida, 
pues en el marco de la Ley 1564 de 2012 (C.G.P), en tratándose del proceso ejecutivo y las 
disposiciones del artículo 446, numeral 3, la carga impositiva al juez, de modificar la liquidación 
del crédito, rompe el principio dispositivo. 
 
Se presenta, entonces, una tensión entre la garantía al debido proceso y el principio 
dispositivo al interior de cualquier asunto, siendo el primero (debido proceso), a través del 
control de legalidad realizado por el juez (regla) a cada actividad de las partes, en aras de no 
permitir actuaciones desbordadas; y el segundo (el principio dispositivo), la obligación en cabeza 
de las partes, que pueden ser contrarias a derecho o lejanas a las particularidades de cada juicio, 
como en el asunto estudiado al no realizar en debida forma la liquidación del crédito. 
 
Se presume que la parte interesada o su contrario se encuentran representados de un togado 
y/o si por la cuantía actúa personalmente, debe conocer las particularidades del proceso, en este 
caso el ejecutivo, y resulta evidente que al no realizarse en debida forma la liquidación (artículo 
446 CGP), por parte de los extremos procesales en conflicto, debe existir una sanción procesal 
para la parte que arrime una actuación contraría a ésta, habida cuenta que tan sólo debe ceñirse a 
lo consignado en el mandamiento ejecutivo de pago, y a los porcentajes determinados para los 
réditos que se originen del capital que se persigue.  
 
No tiene recibo entonces que un funcionario deba corregir el desbarro en que incurrió una de 
las partes del proceso ejecutivo en la elaboración de la liquidación del crédito perseguido, pues 
tal error perjudica al mismo sujeto que lo causo; así, si un ejecutante no realiza de conformidad 
tal actuación, no podrá acceder, en los casos que así comporte, al pago de los depósitos judiciales 
allegados al infolio, en razón de las medidas cautelares decretadas en éste; en caso del ejecutado, 
su mal actuar conlleva a la continuidad del proceso en su contra, y a la vigencia de las cautelas 
que atenúan su peculio; correspondiendo entonces a la órbita del principio dispositivo de los 
sujetos procesales del asunto respectivo. 
 
De lo aseverado en antelación también puede proponerse otra lectura, y ella consiste en que la 
expresión modifica, contenida en la multicitada disposición del compendio instrumental civil, 
premia el actuar contrario a las particularidades de cada asunto, por parte de los inmersos en éste, 
al aportar una liquidación del crédito que no sostiene armonía con lo propio del juicio; 
trasladándole la carga de realizar la liquidación en trato, al estrado judicial que conoce del 
proceso respectivo, la cual debe materializarse en debida forma y atemperarse a las 
particularidades del proceso; obligando al juzgado de conocimiento a adelantar lo que es del 
resorte de las partes en contienda.  
 
No puede concebirse de otra forma; se traslada la carga dispositiva tanto del demandante, así 
como del demandado, de adelantar las actuaciones que les corresponde, separándose de las 
premisas que exhiben lo rogado del proceso ejecutivo en Colombia. 
 
Siguiendo esta veta consecuencial, es de público conocimiento la congestión existente en los 
estrados judiciales del país, definida por Londoño Jaramillo (2008), como: “el volumen de la 
demanda superior a la capacidad razonable de respuesta de la Rama Judicial” (p. 398); en otras 
palabras, las reglas impuestas por la norma adjetiva, junto con la demanda de los usuarios por la 
tutela efectiva de sus derechos, está desbordando la capacidad de la judicatura.  
 
Ahora bien, del análisis conjunto de las bases teóricas y la información obtenida en el estudio 
de campo, claro está que en firme el proveído que ordene seguir adelante la ejecución del juicio, 
es de resorte exclusivo de las partes entrabadas en el mismo, presentar la liquidación del crédito 
perseguido, partiendo de lo dispuesto en el mandamiento de pago respectivo; la operación 
matemática de los réditos hace parte de las ciencias exactas, con soporte en los lineamientos de 
la Superintendencia Financiera para el interés corriente y de mora; luego, entonces, en 
consideración al interés que le asiste de satisfacer el derecho que ostenta o, el ejecutado, si a bien 
lo tiene, la respectiva liquidación hace parte de su principio dispositivo. 
  
Es claro que al no realizarse en debida forma la liquidación y detectado el yerro dentro del 
control de legalidad ejercido por el juez, debe existir una sanción procesal para la parte que lo 
ocasiona y no una carga para el operador judicial, verbigracia, a la imposición de la expresión 
modificar inmersa en la disposición normativa referida, con consecuencias palpables 
desencadenadas en congestión judicial. 
  
La anterior afirmación se evidencia de lo observado en las labores denominadas de campo; 
debiéndose indicar, que como conforme a la metodología enunciada, se adoptó para extraer la 
muestra requerida para sustentar éste, el Juzgado Tercero Civil Municipal de Cartago-Valle, 
mismo que se encuentra adscrito al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Buga-Valle, y en el 











Alza en % 
Año 2016 176 48 27.3% 
Año 2017 177 59 33.3% 
Año 2018 144 49 34% 
Fuente: elaboración propia. 
 
Así las cosas, de los procesos ejecutivos bajo el conocimiento del despacho judicial arriba 
referenciado, en los últimos tres años se viene trasladando la carga propia de las partes 
interesadas en la ejecución respectiva, a su juez instructor.  
 
Los hallazgos anotados, afincan que la expresión modificación de las liquidaciones de crédito 
que no se atemperen a lo propio de cada juicio, atenta contra la celeridad de cada Estrado 
Judicial, como quiera que el tiempo empleado en la misma, es tiempo que el empleado judicial 
designado para ello, deja de impartirle a otra acción puesta a disposición del juzgado al cual 
pertenece. 
 
En promedio, según lo manifestado por los empleados judiciales indagados, por cada 
liquidación que el juzgado tiene que modificar, se emplea un término de más o menos 2 horas. 
Ahora bien, si se tiene en cuenta las 48 liquidaciones de crédito no aprobadas y modificadas por 
el juzgado para el 2016, se arroja un total de 96 horas; las cuales, dividiéndolas en 8 horas 
hábiles diarias de trabajo judicial, da como resultado que un empleado judicial debe disponer de 
12 días hábiles al año, para realizar una labor que, en principio, debe ser propia de los inmersos 
en el proceso ejecutivo.  
 
Realizando tal operación para 2017, se tiene que adoptando las 59 liquidaciones modificadas, 
por las 2 horas promedio, el total de horas dedicadas en tal anualidad para subsanar el desbarro 
de las partes en lo propio, es de 118; es decir, 14.75 días del año laboral, debe un empleado 
judicial emplear en una labor que debe competer tan solo a los interesados en los juicios 
respectivos; tiempo que se puede emplear en la resolución de actividades propias del estrado 
judicial, que conllevan a la pérdida de celeridad en las operaciones judiciales y generan que se 
configure más congestión judicial. 
 
Debe de tenerse presente que cada liquidación es particular, y así como unas sólo exhiben 
únicos capitales, existen otras con una cantidad importante de obligaciones, que conllevan mayor 
disposición de tiempo. Aunado a ello, recuérdese que, a partir del 2018, la Superintendencia 
Financiera de Colombia establece los réditos a tener en cuenta para las diferentes obligaciones, 
mes a mes; manifestando que, así como hay unas obligaciones que generan interregnos cortos de 
mora, existen otras con réditos de varios años atrás a la fecha de su elaboración.  
 
Ahora bien, es de suma importancia indicar que la aprobación o rechazo de la liquidación, en 
el evento que así lo sostuviese el código, como bien pasa, entre otras disposiciones, con la 
presentación de una demanda, según lo establece el artículo 90 del Compendio General Procesal, 
es una actuación que va en detrimento de los intereses de la parte que presente indebidamente la 
liquidación, toda vez que, si la presenta mal el demandante, genera la no entrega de depósitos 
judiciales, o que un inmueble aprisionado no pueda ser objeto de almoneda; caso contrario, 
siendo actuación de la parte ejecutada, conlleva a que el proceso no pueda terminarse, y que las 
cautelas en su contra permanezcan vigentes.  
 
Visto así, la expresión modifica, obliga al juez a agotar sus recursos, a saber: de personal, 
papel, tintas de impresión, y demás, en pro de subsanar un actuar renuente a una norma por parte 
de los interesados en el juicio respectivo, y los favorece, pues modificada por el juzgado la 
pluricitada liquidación, genera sólo resultados prósperos al interesado en la misma. Es de aclarar 
que no se exhibe que el juez no deba realizar un control de legalidad sobre lo presentado, actuar 
que debe practicar en aras de garantizar el debido proceso al interior de cualquier asunto, para no 
permitir actuaciones desbordadas, contrarias a derecho o lejanas a las particularidades de cada 
juicio, como bien se expresó anteriormente (numeral 12, del artículo 42 C.G.P, concordada con 
el artículo 132 ibídem); sino, que fundándose en el poder dispositivo y lo rogado del juicio civil, 
deberá rechazarse, exhibiendo las falencias que presente la misma, para que las partes, en razón 
de sus intereses, corrijan lo propio, no siendo una actuación que deba imputársele al juez, como 
erradamente para estos relatores decanta el numeral tercero, del canon 446 del Régimen General 
del Proceso. 
 
Frente al tópico, útil resulta mencionar que el legislador le proporcionó al juez, como director 
del proceso, una herramienta de cardinal importancia cuando se enfrenta a solicitudes 
abiertamente improcedentes o, lo que es igual, que no guardan armonía con lo juzgado en el 
pleito respectivo. En concreto, nos referimos a los poderes de ordenación e instrucción 
tipificadas en el artículo 43 ibídem y, particularmente, la contemplada en el numeral 2°, el cual 
consagra que el funcionario judicial “rechazará cualquier solicitud que sea notoriamente 
improcedente o que implique una dilación manifiesta”. 
 
De modo que es preciso destacar que, al menos, no existe un déficit normativo en cuanto al 
proceder del administrador de justicia, cuando al interior del proceso una de las partes inmersas 
en este, no ajusta su comportamiento a los parámetros legales establecidos para su juicio. Por 
tanto, ese escenario no puede ser ajeno a la etapa de liquidación del crédito, propia de los 
procesos ejecutivos, puesto que, en la presentación de escritos de dicha naturaleza, cuando 
claramente no se ajustan, como se ha venido sosteniendo, a la providencia medular de ese juicio, 
constituye sin más, una práctica improcedente digna de ser rechazada.  
 
Incluso, frente a lo anterior es dable proponer una lectura adicional, como que si esa postura, 
independientemente de qué sector del litigio provenga, pudiese implicar un acto de deslealtad 
con la contraparte, una de cuyas más acendradas manifestaciones del proceso judicial; al punto 
de catalogarla como deber de los contendientes y sus apoderados (Artículo 78.1 CGP). 
 
La experiencia ha decantado deleznables prácticas judiciales al interior de los juzgados del 
país. Empero para lo que interesa al presente artículo, la fuente primaria permite sostener que, en 
un número importante de ocasiones, los litigantes han llegado al extremo de reconocer 
inconsistencias en la liquidación del crédito, so capa de que la ley autoriza al juez modificarla.  
 
Esa conducta procesal, sin ambages, no puede hallar hontanar en los despachos judiciales, en 
tanto que ello repudia los imperativos categóricos sobre los cuales se erige la administración de 
justicia. De ahí el papel preponderante del juez, quien, como garante insomne de los derechos en 
su expresión máxima, debe procurar por la vigencia de las garantías que subyacen en la noción 
de un proceso debido.  
 
Y es que, en verdad, se interroga ahora el intérprete, no existen razones de peso que 
ineludiblemente conduzcan a mantener esa carga sobre los hombros del operador judicial. No 
debe perderse de vista que en uno de los aspectos en los que aflora manifiesto el principio 
dispositivo en el proceso ejecutivo es, precisamente, el concerniente con las cargas de las partes 
enderezadas a la presentación de la liquidación del crédito para que el juez resuelva sobre ella, y 
no como a juicio sugiere la norma, produzca lo que le corresponde en estricto sentido, a las 
mismas en el citado juicio. 
 
A su turno, es de tener en cuenta que es un presupuesto público el que se está desbordando, 
para adelantar actuaciones propias de las partes entrabadas en cada proceso ejecutivo, como 
quiera que, como ya se anotó, la administración judicial debe disponer el pago de un empleado 
judicial, para que modifique una liquidación para el bienestar de las partes y su proceso 
trascienda de estadio procesal; gastos considerables, en vista que, teniendo en cuenta el resultado 
de 2017, para el Juzgado Tercero Civil Municipal de Cartago-Valle, la Rama Judicial debe 
cancelar 14.75 días al año a un empleado, para agotar una función que debe, según lo rogado del 
juicio privado, ser de incumbencia de los extremos en contienda. 
 
Lo anterior, multiplicado por el total de juzgado civiles del país genera un valor de suma 
relevancia, que puede evitarse con tan sólo imponer la carga a la parte interesada, relevando del 
compendio adjetivo del régimen civil la expresión modifica, contenida en la disposición 
normativa tantas veces anotada en éste. A ello, hay que sumarle más gastos operacionales, como 
son los de impresión y tiempo de demás empleados, a saber, encargados de la generación de 








Al estimar la pertinencia de la expresión modifica, vertida en el mandato legal contenido en la 
regla tercera, del artículo 446 del CGP, para que el juez actúe alterando la liquidación del 
crédito, resulta a todas luces inconveniente, pues al asumir la judicatura la obligación de las 
partes, se desvaloriza el principio dispositivo, enviándole un mensaje equivocado a la parte que 
cometió el yerro con la liquidación del crédito, en el sentido de asumir que el trámite procesal 
resulta banal y que su rigurosidad no trae ninguna consecuencia para sus intereses. 
 
El aumento significativo en la modificación de las liquidaciones de crédito, surtidas en el 
Juzgado Tercero Civil Municipal de Cartago-Valle, sustentan este resultado, sostenido durante 
los últimos tres años, marcando una tendencia preocupante por las implicaciones para la eficiente 
y ágil administración de justicia que predica el Código General del Proceso, relevando a las 
partes del principio dispositivo en el proceso ejecutivo de impulsar adecuadamente todos los 
momentos del proceso, incluyendo la liquidación correcta del crédito, atendiendo la alocución 
del latin nemo iudex sine actore, que, sin lugar a dudas, plasma la necesidad esencial de que la 
existencia de un proceso jurisdiccional debe estar precedido de un acto voluntario e inequívoco 
de un individuo en ejercicio de su derecho constitucional a la administración de justicia. 
 
Pero sus efectos y consecuencias no se quedan solo en que la judicatura supla una obligación 
de las partes, sino que impone una carga al juez y su despacho, incidiendo de manera directa en 
la congestión judicial, tal como se manifestó en los resultados y hallazgos, pues del tiempo 
estimado entre la revisión, modificación, aplicación del artículo 110 – traslados – aplicación del 
principio de publicidad, recursos y control de legalidad, se puede colegir que lo logrado con la 
unificación de procedimientos en un Título único para los procesos ejecutivos, se pierde en una 
actuación procesal correspondiente a las partes. 
 
Las anomalías trasgreden también asuntos dogmáticos del principio dispositivo, al ser la 
liquidación del crédito un tema fijado por las partes, correspondiéndole al demandante 
determinarlo en la demanda ejecutiva y al demandado en la excepción propuesta, lo constituye la 
materia sobre la cual el juez da su sentencia, y al modificar la liquidación del resorte exclusivo 
de las partes está considerando cosas ajenas al deber de control de legalidad. 
 
Como secuela de tales aspectos la disponibilidad del derecho que constituye el tema de la 
decisión recae sobre la actividad del juez, modificando la liquidación del crédito y no lo 
peticionado por las partes, de allí que el principio dispositivo se adopte para procesos como el 
ejecutivo, donde se considera que la cuestión debatida solo interesa a las partes, y por tanto, es de 
índole privada en sede civil, contrario sensu, como viene sucediendo se está ante una 
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